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REVISOR FISCAL

Concepto No. 04632 del 19 de febrero del 2001.

Síntesis: Responsabilidad social frente a los asociados, al Estado y a la comunidad en general, penal, civil, contravencional o administrativa y disciplinaria.

Con toda atención nos referimos a su comunicación citada en la referencia, radicada en esta Superintendencia bajo el número 04632, mediante la cual plantea algunos interrogantes a efectos de que le sean resueltos por esta Oficina, los cuales serán tratados en el orden que usted plantea.

1. Respecto a este punto, esto es “facultades del consejo de administración y gerente según estatutos”, esta Oficina considera importante efectuar algunas consideraciones en torno a los órganos de administración y sus facultades, así como puntualizar algunos aspectos en torno a los estatutos.

Sea lo primero destacar que la asamblea general es el órgano máximo de administración, sus decisiones son de obligatorio cumplimiento para todos los asociados siempre y cuando se ajusten a las normas legales y estatutarias.

El consejo, es un órgano permanente de administración, subordinado a las directrices y políticas de la asamblea general, el número de integrantes, período, causales de remoción y funciones deberán estar fijadas en los estatutos. Las atribuciones de este órgano deberán ser las necesarias para la realización del objeto social  y se consideran atribuciones implícitas las no asignadas expresamente a otros órganos por la ley o los estatutos.

El gerente, es el representante legal de la cooperativa y el ejecutor de las decisiones de la asamblea y del consejo, sus funciones serán precisadas en los estatutos.

Así las cosas, no se puede dejar de lado que cada uno de los órganos son totalmente independientes, sus funciones les están dadas por la ley o por los estatutos, lo que no obsta para que trabajen armónicamente en el cumplimiento del objeto social de la entidad cooperativa, pero tampoco pueden arrogarse facultades que no les están dadas por la ley o por estatutos, o que le están atribuidas a otro órgano.

Hechas las anteriores precisiones y para ocuparnos del caso en concreto, el consejo de administración no puede contravenir las disposiciones estatutarias, como quiera que ello acarrea las sanciones legales pertinentes, pues el hecho de determinar que “todo tipo de contratación de personal, debe tener el aval de éste Consejo” implica interferir en las funciones que por estatutos le están atribuidas al gerente de la entidad cooperativa, y por el hecho de que el consejo sea órgano permanente de administración ello no implica que puede arrogarse funciones o facultades propias del representante legal, máxime si ello conlleva a aprobar nombramientos de personal que no cumple las condiciones mínimas de idoneidad, como quiera que la gestión de quien se pretende contratar ya había sido cuestionada según el informe del revisor fiscal.

Para concluir este punto, cabe puntualizar que para que el consejo pueda arrogarse tal facultad - aprobar la contratación de personal- se requiere que los estatutos se reformen en tal sentido, función atribuida exclusivamente a la asamblea general según las voces del artículo 34 numeral 2º de la Ley 79 de 1988. Por lo tanto, en concepto de esta Oficina, no estaría obligado el gerente a contar con el aval del consejo si no está dentro de las funciones de este último tal atribución.

“2. En qué causales se encuentra el revisor fiscal, quien en su último informe dictaminó durante el periodo la contabilidad de la cooperativa se llevó de conformidad con las normas legales y las técnicas contables, y las operaciones registradas en los libros y las actas de la administración se ajustan a los estatutos y a las decisiones de la asamblea y consejo de administración”. 

En primer lugar, es necesario resaltar que el revisor fiscal, deberá ser contador público, profesión que tiene como fin satisfacer las necesidades de la sociedad, mediante la medición, evaluación, ordenamiento, análisis e interpretación de la información financiera de las empresas o los individuos  y la preparación de la información financiera sobre la correspondiente situación de la empresa. Es depositario de la confianza pública, da fe pública cuando con su firma y su tarjeta profesional suscribe un documento en que certifica sobre determinados hechos económicos. 

Constituyen su esencia espiritual, la conciencia moral, la aptitud profesional y la independencia mental, como quiera que el ejercicio de dicha profesión implica una función social, especialmente, a través de la fe pública que se otorga en beneficio del orden y la seguridad en las relaciones económicas entre el Estado y los particulares y entre sí.

En desarrollo de su profesión debe observar los principios básicos de la ética profesional, que se fundan en la integridad, objetividad, independencia, responsabilidad, confidencialidad, observaciones de las disposiciones normativas, competencia y actualización profesional, difusión y colaboración, respeto entre colegas y conducta ética.

Además, de acatar esos principios, no puede apartarse de los objetivos principales de la revisoría fiscal, consagrados en el artículo 7º. de la Ley 43 de 1990 y en el Código de Comercio, entre los que merecen mencionarse:

“1.Control y análisis permanente para que el patrimonio de la empresa sea adecuadamente protegido, conservado y utilizado, y para que las operaciones se ejecuten con la máxima eficiencia posible.

“2. Vigilancia igualmente permanente para que los actos administrativos, al tiempo de su celebración y ejecución, se ajusten al objeto social, a las normas legales, estatutarias y reglamentarias vigentes, de tal suerte que no se cometan irregularidades en detrimento de los asociados.

“3. Inspección constante sobre el manejo de libros de contabilidad, los libros de actas, los documentos contables y archivos en general, para asegurar que los registros hechos en los libros sean correctos.

De otra parte, no podemos dejar de lado que son características fundamentales de la revisoría fiscal, la permanencia, cobertura total, independencia de acción y criterios y que es una función eminentemente preventiva, es por ello que sus dictámenes deben estar precedidos de veracidad y oportunidad, por la importancia que éstos revisten, y con total independencia de criterio

Por todo lo expuesto hasta aquí, podemos concluir que al revisor fiscal- no sólo le asiste la responsabilidad social que tiene frente a los asociados, al Estado y a la comunidad en general, sino que está sujeto a responsabilidad penal, civil, contravencional o administrativa y disciplinaria, veamos:

Artículo 211 del Código de Comercio: “El revisor  fiscal responderá de los perjuicios que ocasione a la sociedad, a sus asociados o a terceros, o negligencia o dolo en el cumplimiento de sus funciones” 
A su vez la Ley 222 de 1995 que modificó el Código de Comercio, al ocuparse del tema de los estados financieros, señaló conductas objeto de sanción penal a través de los artículos 42, 43 y 45, enfocadas a la actividad del revisor fiscal y adicionalmente, el Estatuto Anticorrupción, Ley 190 de 1995, agravó las penas para los revisores fiscales de las sociedades, cuando se comprueben casos de receptación, legalización y ocultamiento de bienes provenientes de actividades ilegales.

En consecuencia, el Código Penal en su artículo 212 dispuso:

“El revisor fiscal que, a sabiendas, autorice balances con inexactitudes graves, o rinda a la asamblea o a la junta de socios informes con tales inexactitudes, incurrirá en las sanciones previstas en el Código Penal para la falsedad en documentos privados, más la interdicción temporal o definitiva para ejercer el cargo de revisor fiscal” 

Aunado a lo anterior, debe tenerse en cuenta que en el evento en que se le compruebe negligencia en el desempeño de sus funciones o ausencia de las mismas, le son aplicables las sanciones administrativas a que hayan lugar (multas, suspensión del cargo o interdicción permanente o definitiva para el ejercicio del cargo de revisor fiscal), que le serán impuestas por el organismo del Estado que ejerza inspección y vigilancia o control sobre aquella entidad donde detecten las irregularidades, conforme lo establecen los artículos 216 y 217 del código de comercio.

Igualmente, responde contravencional y administrativamente. En este sentido, cuando se le compruebe negligencia en el desempeño de sus funciones o ausencia de las mismas, le son aplicables a las sanciones administrativas a que haya lugar (multas, suspensión del cargo o interdicción permanente o definitiva para el ejercicio del cargo de revisor fiscal), que le serán impuestas por el organismo del Estado que ejerza inspección, vigilancia o control sobre aquella sociedad donde se detecte la irregularidad. 

Por último, el revisor fiscal responde disciplinariamente cuando existe violación de la ética profesional (Ley 43 de 1990, artículo 35 a 40). Le corresponde a la Junta Central de Contadores imponer las sanciones que van desde amonestaciones, en el caso de faltas leves; multas sucesivas hasta de cinco salario mínimos cada una, cuando la falta no conlleva la comisión del delito o la violación grave de la ética profesional; en caso de desconocimiento de las normas y principios de la profesión contable, entre otros, y cancelación de la misma, por haber sido condenado por delitos contra la fe pública, la propiedad, la economía nacional, etc.  

Se desprende de lo hasta aquí expuesto que en el caso por usted planteado, el revisor fiscal deberá responder civil, penal y disciplinariamente ante los órganos competentes, por las presuntas irregularidades en el ejercicio de su cargo, o por la ausencia de funciones, pues parece desprenderse de su escrito que el revisor fiscal no ejerció su cargo conforme a las reglas de la ética profesional que así lo demandan, por lo que en criterio de esta Oficina, deberán también ponerlo en conocimiento de la Junta Central de Contadores, para que le sean impuestas las sanciones del caso, así como ponerlo en conocimiento de la justicia penal, para que se inicien las investigaciones del caso, tendientes a establecer el grado de responsabilidad por la negligencia en el ejercicio de su cargo.

En relación con los créditos que adquirió con la cooperativa con el beneplácito del gerente, debe quedar claro, que el desempeño del cargo de revisor fiscal, debe estar revestido de total independencia, tanto de acción como de criterio, de ahí que en el caso que demanda nuestra atención, el legislador previó que “Ningún contador público podrá desempeñar el cargo de revisor fiscal en la cooperativa de la cual sea asociado” (art. 43 de la Ley 79 de 1988), por ende, no tiene ningún derecho como asociado, y si efectivamente le fueron otorgados créditos con el beneplácito del representante legal, igualmente, será responsable éste por dicha conducta.

En consecuencia, ante este Superintendencia deberá presentarse, igualmente, la denuncia respectiva con los documentos y demás pruebas pertinentes, con el fin de adelantar las investigaciones del caso.

Por último, esta Oficina considera necesario puntualizar que, el revisor fiscal, debe cumplir con las responsabilidades que le asigna la ley, y su criterio debe ser personal, basado en las normas legales, en su conciencia social y en su capacidad profesional, a efectos de que su gestión sea libre  de todo conflicto de interés que le reste independencia y ajena a cualquier tipo de subordinación respecto de los administradores que son, precisamente, los sujetos pasivos de su control.

